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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA 

EXPEDIENTE: 1156/2019-3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO PONENTE:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO
CASTILLO

San Luis Potosí, S.L.P., a cinco de marzo de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 1156/2019-3, promovido por ********** contra actos de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; y, 
R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante auto de fecha seis de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito presentado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; por la nulidad de “La resolución definitiva dictada el 30 de agosto de 2019, en el expediente ********** de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, relacionado con el Expediente Administrativo ********** de lo cual tuvo conocimiento el doce de octubre de dos mil diecinueve; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Con auto de veintinueve de enero de dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por precluído su derecho para contestar la demanda, toda vez que no dio contestación dentro del término que para tal efecto le fue concedido, en consecuencia, se le hizo efectivo el apercibimiento decretado en auto de fecha seis de noviembre de dos mil diecinueve y se le tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario; en el propio auto se proveyó sobre las pruebas ofrecidas por la parte actora, y se señaló fecha y hora para la audiencia final. Por proveído de veintiséis de febrero de dos mil veinte, se difirió la audiencia final que había sido señalada para celebrarse ese día, en razón de que no haber sido notificado oportunamente a la parte actora, por lo que se señaló nueva fecha y hora para su desahogo. Por acuerdo de siete de julio de dos mil veinte, una vez reanudadas las actividades jurisdiccionales suspendidas por la pandemia de Coronavirus COVID 19, se señaló nuevamente fecha y hora para el desahogo de la audiencia final. La cual fue celebrada el doce de agosto de dos mil veinte, sin la asistencia de las partes; se hizo relación de constancias, en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por la parte actora, dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes; y se citó para resolver en definitiva. 
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque la controversia planteada deriva de procedimiento en el que se impuso una sanción al demandante como elemento de seguridad, en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, donde se ejerce jurisdicción.
Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis, publicada en la página 244, Tomo III, Junio de 1996, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro 200587, que establece:

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado. ...”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio, acreditando su interés jurídico con la presentación de la resolución impugnada, documento visible en las fojas 6 a 17 del sumario, con valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de un documento públicos expedido por servidores públicos, en el ejercicio o desempeño de sus funciones.
En cuanto a la autoridad demandada, por auto veintinueve de enero de dos mil veinte, se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, al no haberlo hecho dentro del término que para tal efecto le fue concedido; en consecuencia, se le tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario.
TERCERO.- La Litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha treinta de agosto de dos mil diecinueve, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, en el expediente ********** en la que se sanciona al hoy actor con ********** aportada a los autos, de conformidad con la fracción IV del artículo 233 y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 185, Tomo VIII, Noviembre de 1991, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, registro: 221332, que dice:
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...” 
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados, por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 y 4 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro: 164618, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. …”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo del único concepto de impugnación que hace valer la parte actora, considerando para ello que el escrito de demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte del mismo donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada; pues el hecho de que las sentencias de este Tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.
En esa tesitura, y toda vez que los conceptos de impugnación se encuentran contenidos en los apartados de hechos que constituyen los antecedentes de la demanda y expresión de los conceptos de impugnación, se estudiarán en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, relativas a la indebida fundamentación y motivación de la sanción contenida en la resolución impugnada, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la Jurisprudencia (IV Región)2o. J/5 (10a.), pronunciada por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, publicada en la página 2018, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Décima Época, del Semanario Judicial de la Federación, registro: 2011406, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”

Así como la jurisprudencia I.7o.A.J/46, pronunciada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 1342, Tomo XXX, Agosto de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su gaceta, Registro: 166683, que indica:
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes. ...”
Hechos y conceptos de impugnación, que en la parte medular dicen:
“VII.- ...Hechos que constituyan los antecedentes de la demanda;”

“...la demandada... determinó en fecha .30 de Agosto de 2019, imponer al suscrito una sanción de Suspensión de 90 días sin goce de sueldo... resolución que no es congruente...con lo establecido en el Reglamento Interior vigente y aplicable.”
“VIII.- La expresión de los conceptos de impugnación:
“ÚNICO.- La autoridad Demandada, viola en mi perjuicio las Garantías de Seguridad y Legalidad Jurídicas contenidas en los artículos 14 y 16 de la Ley Fundamental de la Nación...”
“...la resolución de fecha 30 de agosto de 2019 debe ser declarada Nula, pues carece de motivación y fundamentación, lo que es una omisión e irregularidad de la Autoridad Demandada al imponer a este Actor una Sanción... actualizándose la causal de nulidad prevista en la fracción V. (sic) Del artículo 164, en relación con las facciones II. (sic) Y III del artículo 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado.”
Conceptos de impugnación que resultan fundados y suficientes para decretar la nulidad del acto impugnado de acuerdo a lo siguiente:
En el caso que nos ocupa la parte actora se duele de que la resolución impugnada vulnera los artículos 14 y 16 Constitucionales, pues carece de fundamentación y motivación, incurriendo en una omisión e irregularidad al imponer una sanción de suspensión de 90 días sin goce de sueldo, señalado que por ello debe ser declarada nula, pues no cumple con los requisitos previstos en los artículos 164 fracción V y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Del contenido de la resolución impugnada, visible en fojas 6 a 17 del sumario, se advierte que la Comisión de Honor y Justicia demanda, en el Resolutivo Cuarto, impuso al actor la sanción correspondiente la ********** de acuerdo a lo establecido en la parte final del considerando Sexto; en el cual determinó que el aquí actor se hizo acreedor a la referida sanción disciplinaria de acuerdo a lo establecido en los numerales 130 y 131, fracción III del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; señalando en el último párrafo del considerando Séptimo, como fundamento de su actuación los artículos 126, fracción VII, 127 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; 134, 147 fracciones XI, XII y 148 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí. 
De los numerales citados en el párrafo que antecede, los artículos 131 fracción III y 134 Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, son los que establecen la sanción de Suspensión temporal de sus funciones por el término de noventa días que se impuso al actor, mismos que textualmente dicen:
Artículo 131.- Se podrán aplicar las sanciones disciplinarias siguientes:  
I. Amonestación;

II. Arresto hasta por treinta y seis horas;

III. Suspensión temporal de funciones hasta noventa días; y 
IV. Baja o cese.  

“ARTÍCULO 134.- La suspensión de funciones hasta por noventa días sin goce de sueldo, se impondrá al personal de la corporación cuando cometan faltas graves o cuando incurran en omisiones de igual índole, y se hará del conocimiento de la superioridad; siendo la Comisión de Honor y Justicia la única facultada para su aplicación por las siguientes causas:
I. Por reincidir en la comisión de faltas que generen un arresto;

II. Por hacerse acompañar por persona ajena a la corporación, en la prestación de un servicio de seguridad y vigilancia o permitir, ordenar o autorizar a un subordinado a que lo haga;

III. Presentarse o encontrarse dentro del servicio con aliento alcohólico, estado de ebriedad, bajo el influjo de drogas, estupefacientes o enervantes, o con secuelas por el consumo de éstos;

IV. Cometer actos inmorales dentro o fuera del servicio;

V. No hacer entrega a la autoridad responsable de objetos que han sido asegurados a presuntos infractores;

VI. Presentarse uniformado a un establecimiento público y no guardar las normas mientras se encuentra dentro del mismo;

VII. Presentar más de cuatro incapacidades por enfermedad general, que serán sujetas a análisis por la superioridad;

VIII. Se niegue a acatar una orden de su superior jerárquico inmediato, siempre y cuando no constituya un delito;

IX. No guardar las consideraciones de respeto a su superior jerárquico;

X. Por proferir o vociferar palabras altisonantes, obscenas en perjuicio de un superior jerárquico dentro y fuera del servicio;
XI. Por acumular más de tres retardos consecutivos o discontinuos en un periodo de treinta días;

XII. Por participar en un hecho contrario al presente reglamento y a las leyes que nos rigen;

XIII. Por encontrarse dormido dentro de su servicio y ser sorprendido por un superior jerárquico;

XIV. No cuidar su equipo de trabajo y que por su negligencia ocasione un daño al mismo, que le impida desarrollar sus funciones dentro de su servicio asignado;

XV. Negarse a firmar, cambio de adscripción o destruir una boleta de arresto o cualquier documento oficial que le sea presentado por su superior inmediato o cualquier otro acto de insubordinación;

XVI. Por no acatar la instrucción de orden cerrado, al momento de la impartición;

XVII. Por alterar el orden, dentro del pase de lista;

XVIII. Abandonar su servicio nombrado en un área específica, que le haya sido designada por su superior, sin que esto represente el abandono total del mismo;

XIX. Por no portar debidamente el uniforme de la corporación;

XX. Por detener injustificadamente, a una persona que no haya cometido delito alguno, faltas al Bando de Policía y Buen Gobierno o Infracción al Reglamento de Tránsito;

XXI. Por ocasionar daños en cualquier bien inmueble público o privado fuera del servicio;

XXII. Por no orientar, auxiliar debidamente a una persona o cualquier causa que incurra en una mala imagen para la Corporación, dentro y fuera del servicio;

XXIII. Por aplicar a un subalterno, en forma dolosa, reiterados correctivos disciplinarios notoriamente injustificados;

XXIV. Por portar el arma de cargo fuera de servicio; salvo con oficio de comisión debidamente firmado;

XXV. Atribuirse facultades que no le correspondan dentro de la Corporación;

XXVI. Cuando se reciba queja de Derechos Humanos, en contra de un elemento que actué contrario a sus funciones, mediante previa investigación se verifique que los hechos que se le imputan son verdaderos;

XXVII. Al que por negligencia, dolo, deshonestidad, prepotencia, afecte física, moral o materialmente a la ciudadanía o a la Corporación;

XXVIII. Al que sea sorprendido portando y utilizando aparatos de radiocomunicación de los señalados en la Fracción XVIII del artículo 93 de este Reglamento.

XXIX. El que extravié algún bien propiedad del Municipio, dentro o fuera del servicio o cuando por negligencia, ésta sea la causa única del perjuicio; y

XXX. Por causas de responsabilidad que se consideren particularmente graves, que a juicio de la Comisión de Honor y Justicia, no constituyan motivo de baja.”

[Énfasis añadido]
De los dispositivo transcritos, se advierte que el Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, en su artículo 131 fracción III, dispone que se puede aplicar como sanción disciplinaria a los elementos de policía, la suspensión temporal de funciones hasta noventa días; y, en el numeral 134, establece treinta causas por las cuales se puede imponer la referida sanción, por lo que la autoridad demandada, debió precisar en cuál de las treinta causas incurrió el hoy actor para ser sancionado; pues tal y como lo argumenta el demandante en sus conceptos de impugnación, sólo en el caso de que se actualice alguna esas causas, se puede imponer esa sanción. 
Sin embargo, la autoridad demandada se limitó en el último párrafo del considerando Séptimo de su resolución a citar el artículo 134 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potos; sin establecer alguna fracción en específico de ese numeral; es decir, fue omisa en indicar al hoy actor cuál era la causa en específico que a su consideración se actualizaba para poder imponerle la sanción disciplinaria consistente en la suspensión temporal de sus funciones por tres meses.

En ese sentido, le asiste la razón al demandante, al señalar que el acto impugnado incumple con los requisito fundamentación y motivación, pues la autoridad demandada omitió citar los preceptos legales aplicables al caso, lo que en la especie hubiera sido la hipótesis contenida en alguna de las fracciones del artículo 134 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditado que se actualizaba alguna de las causales establecidas en el ordinal referido.

Por lo que esta Sala Unitaria concluye, que es procedente decretar la nulidad del acto impugnado, por carecer de la debida fundamentación que reclama el actor como pretensión en su único concepto de impugnación, siendo que esta no se encuentra debidamente acreditada en el acto que se recurre y en tal virtud deja en estado de indefensión al aquí actor, al verse afectado de la legalidad que todo acto debe contener, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna.
Sirve de apoyo de lo anterior, la Tesis Jurisprudencial VI-2º. J/248,l emitida por Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 43, Tomo 64, Abril de 1993, Octava Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, registro: 216534, que dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. ...”

De igual forma tiene aplicación, la Tesis de Jurisprudencia I.3º.C. J/47, del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la página 1964, Tomo XXVII, Febrero de 2008, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro 170307, que refiere: 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. …”

Cabe destacar que la autoridad demandada no dio contestación en tiempo y forma a la demanda, por lo que en auto de fecha veintinueve de enero de dos mil veinte, se le tuvo por contestándola en sentido afirmativo salvo prueba en contrario; así las cosas, la falta de constatación oportuna al escrito de demanda, constituye una Confesión ficta de la ilegalidad de la resolución impugnada en este juicio de nulidad y de las violaciones que se le atribuyen, ya que no existe prueba en contrario que lo desvirtué.
En esa tesitura, con fundamento en los artículos 249, 250 fracciones II y III, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución de fecha treinta de agosto de dos mil diecinueve, emitida en el expediente administrativo ********** por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, toda vez que la resolución aludida carece de la debida fundamentación y motivación jurídica, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 primer párrafo, de la Constitución Política Federal; y por consecuencia, se decreta su NULIDAD TOTAL, dejándola sin efecto legal alguno sólo en lo que respecta al actor **********, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
En ese sentido, con fundamento en lo ordenado por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; las autoridades demandadas deben llevar a cabo las siguientes acciones:
1. Eliminar del expediente personal del aquí actor, en su caso, el registro de la sanción que le fue impuesta en la resolución que se declaró nula, respecto de lo cual, se deberá informar a esta Sala Unitaria.

2. Reintegrar al actor las cantidades que le fueron descontadas, desde que se ejecutó la Suspensión Preventiva en funciones y percepciones de los elementos de seguridad pública dentro del procedimiento de sanción administrativa, con el objeto de facilitar la investigación, radicado bajo el número ********** ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y ordenada mediante el oficio ********** de fecha veintiocho de abril de dos mil diecinueve, cuya copia certificada se localiza a fojas 190 a 192 de autos, hasta la fecha en que se reincorporó al aquí actor en su función, previa acreditación de los descuentos correspondientes; respecto de lo cual, se deberá informar a esta Sala Unitaria.

3.- En caso de que se hubiera ejecutado la sanción impuesta consistente en ********** determinada mediante la resolución que ha sido declarada nula en la presente sentencia, de fecha treinta de agosto de dos mil diecinueve, emitida dentro del expediente ********** la autoridad demandada, deberá reintegrar al actor las cantidades que le hubieran sido descontadas por este concepto, previa acreditación de los descuentos correspondientes; respecto de lo cual, se deberá informar a esta Sala Unitaria.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que adquiera firmeza, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar en su oportunidad sobre su cumplimiento y, acompañar para acreditarlo, copia certificada de las constancias correspondientes.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 34, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, se decreta su NULIDAD TOTAL dejándolo sin efecto legal alguno sólo en lo que respecta al actor ********** de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y por la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada con motivo de la pandemia del Coronavirus (COVID-19), quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe. 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández
Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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